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Panel integrado por su presidente, el Juez Hernández Sánchez, la Juez 
Brignoni Mártir y la Juez Grana Martínez. 
 
Brignoni Mártir, Juez Ponente 

 
 

RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a  30 de abril de 2021. 

El Sr. José Suárez Conde (en adelante peticionario) comparece ante 

nos mediante el presente recurso a los fines de que dejemos sin efecto el 

pronunciamiento emitido el 4 de diciembre de 2020 por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala Superior de San Juan en el caso SJ2019CV11706.   

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se deniega 

la expedición del recurso de certiorari.  

I 

  Con fecha del 8 de noviembre de 2019, Cinemas Management of 

Puerto Rico, Inc, y otros, instaron demanda contra el Sr. Víctor José 

Salgado Micheo, Jr., la Sra. Ana María Salgado Micheo, la Sra. Mariana 

Martínez Mattei, el Sr. José Gil de la Madrid y la Sra. María Eugenia Rosas 

Salgado. Además, y para cada uno de los demandados antes 

mencionados, se incluyó como demandado un cónyuge de nombre 

desconocido y la Sociedad Legal de Gananciales compuesta entre cada 

uno de los demandados y sus respectivos cónyuges. En cuanto a la 

controversia que atendemos, como demandado se incluyó al presunto 

cónyuge de la Sra. Ana María Salgado Micheo, identificado como “Fulano 
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de Tal”. Esta demanda fue posteriormente enmendada a los efectos de 

sustituir la demandada originalmente denominada como Aseguradora A 

como Liberty Mutual Insurance Company. De igual forma, luego la parte 

recurrida sometió Escrito al Expediente Judicial en la que informó que luego 

de varias indagaciones pudo identificar las direcciones de los demandados, 

dato que desconocía al momento de presentarse la demanda, por lo que 

sometía los correspondientes emplazamientos para que fueran 

debidamente expedidos por el Tribunal.  

 Así las cosas, el 11 de mayo de 2020, el peticionario sometió 

Comparecencia Especial en Solicitud de Nulidad de Emplazamiento en la 

que reclamó que el documento identificado “Emplazamiento” que le fuera 

entregado no se dirigía a su persona, sino a “Fulano de Tal”. Manifestó que 

conforme a la Regla 15.4 de Procedimiento Civil, infra, la parte peticionaria 

debió solicitar lo antes posible una enmienda de las alegaciones para que 

se expidiera un emplazamiento a su nombre y que, el no hacerlo, tornó el 

emplazamiento diligenciado en uno inoficioso. Por ello, solicitó que el TPI 

decretara la nulidad del emplazamiento diligenciado y al tribunal sin 

jurisdicción sobre su persona. El 15 de julio de 2020, la parte peticionaria 

se opuso a la solicitado. Posteriormente, el 4 de diciembre de 2020 el TPI 

emitió la Resolución que hoy revisamos y declaró No Ha Lugar el escrito 

presentado por el peticionario. Inconforme con lo resuelto, el peticionario 

compareció oportunamente ante este Tribunal y como único señalamiento 

de error apuntó: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al no decretar la nulidad 
del emplazamiento del peticionario Suárez Conde. 
 
Atendido el recurso, el 26 de enero del año en curso emitimos 

Resolución en la que concedimos a la parte recurrida 10 días para 

presentar su posición en cuanto a la expedición del auto. El 22 de febrero 

del presente año, así lo hicieron mediante Moción en Oposición a la 

Expedición del Auto Incoado. Con el beneficio de las respectivas posiciones 

de las partes, resolvemos.  
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II. 

a. Certiorari  
 

El auto de certiorari constituye un vehículo procesal discrecional que 

permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar las determinaciones de un 

tribunal inferior. IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 337-338 

(2012); véase también, García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005). Según 

lo ha expresado nuestro Tribunal Supremo, “[l]a característica distintiva de 

este recurso se asienta en la discreción encomendada al tribunal revisor 

para autorizar su expedición y adjudicar sus méritos.” IG Builders et al. v. 

BBVAPR, supra, pág. 338. Por lo tanto, “[…] descansa en la sana 

discreción del foro apelativo el expedir o no el auto solicitado.” García v. 

Padró, supra.  

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil de Puerto Rico de 2009, delimita 

con precisión los asuntos en los que este Tribunal intermedio puede revisar 

resoluciones y órdenes interlocutorias mediante el recurso de certiorari. R. 

Hernández Colón, Derecho Procesal Civil, 5ta edición, San Juan, Puerto 

Rico, LexisNexis de Puerto Rico, Inc., 2010, sec. 5515a, págs. 475-476. La 

Regla 52.1 de Procedimiento Civil de Puerto Rico, 32 LPRA Ap. V R. 52.1, 

dispone que:  

[e]l recurso de certiorari para revisar resoluciones u órdenes 
interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera Instancia, 
solamente será expedido por el Tribunal de Apelaciones 
cuando se recurra de una resolución u orden bajo las Reglas 
56 y 57 o de la denegatoria de una moción de carácter 
dispositivo. No obstante, y por excepción a lo dispuesto 
anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá revisar 
órdenes o resoluciones interlocutorias dictadas por el 
Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra de 
decisiones sobre la admisibilidad de testigos de hechos o 
peritos esenciales, asuntos relativos a privilegios 
evidenciarios, anotaciones de rebeldía o en casos de 
relaciones de familia, en casos que revistan interés público o 
en cualquier otra situación en la cual esperar a la apelación 
constituiría un fracaso irremediable de la justicia. Al denegar 
la expedición de un recurso de certiorari, en estos casos, el 
Tribunal de Apelaciones no tiene que fundamentar su 
decisión. 

 
 Ahora bien, nuestro Tribunal Supremo ha expresado que la 

discreción judicial “no se da en un vacío ni en ausencia de otros 

parámetros.” IG Builders et al. v. BBVAPR, supra, pág. 338. En este 
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contexto, la Regla 40 del Reglamento de este Tribunal, 4 LPRA Ap. XXII-

B, R.40, enumera los criterios que guían la expedición del auto de certiorari. 

Dicha regla dispone que para expedir un auto de certiorari, este Tribunal 

debe tomar en consideración los siguientes criterios:  

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho.  
B. Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema.  
C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 
Primera Instancia.  
D. Si el asunto planteado exige consideración más detenida 
a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 
elevados, o de alegatos más elaborados.  
E. Si la etapa del procedimiento en que se encuentra el caso 
es la más propicia para su consideración.  
F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causan un fraccionamiento indebido al pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio.  
G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia. 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40.  

 
b. Regla 10.2 de Procedimiento Civil de Puerto Rico  
 

La Regla 10.2 de las Reglas de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V 

R. 10.2, enumera seis defensas que hay que presentar en la alegación 

respondiente – cuando ésta se requiere – o, en todo caso, mediante moción 

fundamentada antes de alegar. J. Cuevas Segarra, Tratado de Derecho 

Procesal Civil, 2da Ed., Estados Unidos, Publicaciones JTS, 2011, Tomo 

II, pág. 528. Dicha regla dispone lo siguiente:  

Toda defensa de hechos o de derecho contra una 
reclamación se expondrá en la alegación responsiva excepto 
que, a opción de la parte que alega las siguientes defensas 
pueden hacerse mediante moción debidamente 
fundamentada: (1) falta de jurisdicción sobre la materia; (2) 
falta de jurisdicción; (3) insuficiencia del emplazamiento; (4) 
insuficiencia del diligenciamiento del emplazamiento; (5) 
dejar de exponer una reclamación que justifique la concesión 
de un remedio; (6) dejar de acumular una parte 
indispensable.  

 
Ninguna defensa u objeción se considerará renunciada por haberse 

formulado conjuntamente con otra u otras defensas u objeciones en una 

alegación responsiva o moción. Si en una alegación se formula una 

reclamación contra la cual la parte no está obligada a presentar una 

alegación responsiva, dicha parte podrá mantener en el juicio cualquier 

defensa de hechos o de derecho contra tal reclamación. Si en una moción 
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en que se formula la defensa número (5) se exponen materias no 

contenidas en la alegación impugnada, y éstas no son excluidas por el 

tribunal, la moción deberá ser considerada como una solicitud de sentencia 

sumaria y estará sujeta a todos los trámites ulteriores provistos en la Regla 

36 de este apéndice hasta su resolución final, y todas las partes deberán 

tener una oportunidad razonable de presentar toda materia pertinente a tal 

moción bajo dicha regla.  

De conformidad con lo anterior, esta regla permite al demandado 

solicitar que se desestime la demanda en su contra, cuando entre otras 

razones ésta “no expone una reclamación que justifique la concesión de un 

remedio.” Cruz Pérez v. Roldan Rodríguez, 2021 TSPR 16; Montañez v. 

Hosp. Metropolitano, 157 DPR 96, 104-105 (2002). Para disponer de una 

moción de desestimación, el tribunal está obligado a dar por ciertas y 

buenas todas las alegaciones fácticas de la demanda radicada.  Colón 

Rivera et al. v. ELA, 189 DPR 1033 (2013); El Día, Inc. v. Mun. de 

Guaynabo, 187 DPR 811 (2013); Harguindey Ferrer v. Universidad 

Interamericana, 148 DPR 13 (1999). El promovente de la moción de 

desestimación tiene que demostrar que, presumiendo que lo allí expuesto 

es cierto, la demanda no expone una reclamación que justifique la 

concesión de un remedio. Pressure Vessels v. Empire Gas, 137 DPR 497 

(1994). En este ejercicio, nuestro Tribunal Supremo ha expresado que: 

 Esta doctrina se aplica solamente a hechos bien alegados y 
expresados de manera clara, concluyente, que de su faz no 
den margen a dudas. La demanda no deberá ser 
desestimada a menos que se desprenda con toda certeza 
que el demandante no tiene derecho a remedio alguno bajo 
cualquier estado de hechos que puedan ser probados en 
apoyo a su reclamación. Rosario v. Toyota de P.R., 166 DPR 
1, 7 (2005). 

 
c. El emplazamiento 
 

Es harto conocido que es mediante el diligenciamiento del 

emplazamiento que el tribunal adquiere jurisdicción sobre la persona del 

demandado de forma que éste que obligado por el dictamen que en su día 

emita. BPPR v. S.L.G. Negrón, 164 DPR 855 (2005) citando a Márquez v. 

Barreto, 143 DPR 137, 142 (1997). Su propósito, es notificar a la parte 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2002357631&pubNum=0002995&originatingDoc=I739497587a8811eb96b68530c8cfa8ed&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_104&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)#co_pp_sp_2995_104
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2002357631&pubNum=0002995&originatingDoc=I739497587a8811eb96b68530c8cfa8ed&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_104&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)#co_pp_sp_2995_104
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2032627490&pubNum=0002995&originatingDoc=I739497587a8811eb96b68530c8cfa8ed&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2032627490&pubNum=0002995&originatingDoc=I739497587a8811eb96b68530c8cfa8ed&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2029936065&pubNum=0002995&originatingDoc=I739497587a8811eb96b68530c8cfa8ed&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2029936065&pubNum=0002995&originatingDoc=I739497587a8811eb96b68530c8cfa8ed&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
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demandada que existe una acción judicial en su contra para que, si así lo 

desea, ejerza su derecho a comparecer en el juicio, ser oído y presentar 

prueba a su favor. Rivera Báez v. Jaume Andújar, 157 DPR 562,575 (2002) 

y casos allí citados. Es por ello por lo que el emplazamiento es una 

exigencia del debido proceso de ley, requiriéndose una estricta adhesión a 

sus requerimientos. First Bank of Puerto Rico v. Inmobiliaria, 144 DPR 901 

(1998). Así pues, una sentencia que se dicta sin jurisdicción sobre las 

partes o cuando al dictarla se ha quebrantado el debido proceso de ley, es 

nula. García Colón v. Sucn. González, 178 DPR 527 (2010); Figueroa v. 

Banco de San Juan, 108 D.P.R. 680, 688 (1979); Rodríguez v. Albizu, 76 

DPR 631 (1954). 

 La Regla 4 de Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA Ap. V, y su 

jurisprudencia interpretativa establecen los lineamientos normativos para el 

emplazamiento. En particular, la Regla 4.1 de Procedimiento Civil, supra, 

dispone que el demandante presentará el formulario de emplazamiento 

conjuntamente con la demanda, para su expedición inmediata por el 

Secretario o Secretaria. El emplazamiento así expedido se diligenciará 

según las alternativas que provee la Regla 4.3 (b), a saber: mediante la 

entrega personal en la forma prescrita en el inciso (a) de esta regla; de la 

manera prescrita por ley en el lugar en que se llevará a cabo el 

emplazamiento en sus tribunales de jurisdicción general; mediante carta 

rogatoria al país extranjero donde se encuentre la parte demandada; por 

edictos según lo dispuesto en la Regla 4.6 de Procedimiento Civil; o 

conforme disponga el tribunal. 32 LPRA Ap. V, R. 4.3(b). Para ello, la parte 

demandante tendrá el término de ciento veinte (120) días a partir de la 

presentación de la demanda o de la fecha de expedición del emplazamiento 

por edicto. Regla 4.5(c) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 4.5(c). 

Sobre tal diligenciamiento, la Regla 4.7 de Procedimiento Civil, infra, 

dispone que para acreditar el diligenciamiento del emplazamiento se 

requiere que:  

[l]a persona que diligencie el emplazamiento presentará en el 
Tribunal constancia de haberlo hecho dentro del plazo 
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concedido a la persona emplazada para comparecer. […]. En 
caso de que la notificación del emplazamiento se haga por 
edictos, se probará su publicación mediante la declaración 
jurada del (de la) administrador(a) o agente autorizado(a) del 
periódico, acompañada de un ejemplar del edicto publicado y 
de un escrito del abogado o abogada que certifique que se 
depositó en el correo una copia del emplazamiento y de la 
demanda. […]. En el caso comprendido en la Regla 4.6, se 
presentará el acuse de recibo de la parte demandada. La 
omisión de presentar prueba del diligenciamiento no surtirá 
efectos en cuanto a su validez. La admisión de la parte 
demandada de que ha sido emplazada, su renuncia del 
diligenciamiento del emplazamiento o su comparecencia hará 
innecesaria tal prueba. 32 LPRA Ap. V, R. 4.7. 

 
De otra parte, la Regla 15.4 de Procedimiento Civil dispone que 

cuando una parte demandante ignore el verdadero nombre de una parte 

demandada, deberá hacer constar este hecho en la demanda exponiendo 

la reclamación específica que alega tener contra dicha parte demandada. 

En esta circunstancia, la parte demandante podrá designar con un nombre 

ficticio a dicha parte demandada en cualquier alegación o procedimiento, y 

al descubrirse el verdadero nombre, hará con toda prontitud la enmienda 

correspondiente en la alegación procedimiento. 32 LPRA Ap. V, R. 15.4. 

Vemos pues, que conforme la regla anteriormente citada, una parte está 

en todo su derecho de designar con nombres ficticios a unos demandados 

en caso de no conocer sus nombres verdaderos y una vez advenga en 

conocimiento de la identidad real del demandado desconocido, presentará 

a la mayor brevedad posible las correspondientes enmiendas sobre dicha 

información. Esta disposición es aplicable a situaciones en las que un 

demandante conoce la identidad, más no el verdadero nombre de un 

demandado. Padín v. Cía. Fom. Ind., 150 DPR 403, 417 (2000). No 

obstante, se ha enfatizado que la ignorancia del verdadero nombre del 

demandado debe ser real y legítima y no una falsa o espúrea. Id.; 

Menéndez Lebrón et als. v. Rodríguez Casiano, et als., 203 DPR 885, 897 

(2020), Sentencia, (Opinión de Conformidad emitida por la Juez Asociada 

Rodríguez Rodríguez); Padín v. Cia. Fom. Ind., supra.  

III. 

 Mediante la discusión de su único señalamiento de error, el 

peticionario reclama que incidió el foro primario al negarse a decretar la 
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nulidad del emplazamiento diligenciado. A tales efectos, sostiene que en el 

presente caso la parte recurrida incumplió con el mandato de la Regla 15.4 

de Procedimiento Civil, supra, al no solicitar con la prontitud exigida la 

enmienda de las alegaciones para identificarle con nombre y apellido pese 

a conocer su nombre completo y diligenciar un emplazamiento que no 

estaba dirigido a él. También señala que, en la alternativa, la parte 

peticionaria debió, tal cual dispone la Regla 4.5(c) de Procedimiento Civil, 

supra, haberle emplazado por edicto. Así pues, reclama que, al incumplirse 

con ambas disposiciones reglamentarias, debía decretarse la nulidad del 

emplazamiento que le fuera diligenciado, el cual estaba dirigido a “Fulano 

de Tal”.  

Evaluado el expediente ante nuestra consideración, prestando 

especial atención al epígrafe de la Demanda y las alegaciones contenidas 

en esta sobre el demandado identificado como “Fulano de Tal”, concluimos 

que el tribunal revisado no abusó de discreción al negarse a decretar nulo 

el diligenciamiento del emplazamiento impugnado.  En su comparecencia 

especial para solicitar la nulidad del emplazamiento, el peticionario reclamó 

que este fue inoficioso por tratarse de un documento que no se encuentra 

dirigido a él. O sea, ya que el emplazamiento diligenciado estaba dirigido a 

“Fulano de Tal” y no a José J. Suárez Conde, el diligenciamiento del 

emplazamiento era nulo. Basado en tal hecho, tanto ante el foro de 

instancia, así como en su recurso, reclama incumplimiento de la Regla 15.4 

de Procedimiento Civil por no haberse enmendado las alegaciones. 

Sostiene que, tal incumplimiento obliga a que se decrete la nulidad del 

emplazamiento diligenciado.  

Tal cual adelantamos, dichos argumentos no nos mueven a 

intervenir con la discreción judicial ejercida por el TPI en el caso. Según 

indicamos, el propósito principal del emplazamiento es notificar al 

demandado que se ha instado una acción judicial en su contra. Igualmente, 

como antes reconocimos, los requisitos de nuestras reglas procesales para 

con los emplazamientos son de estricto cumplimiento. Sin embargo, 
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reconociendo una tendencia liberal que refleja un acercamiento menos 

formalista sobre la materia, nuestro Tribunal Supremo ha reconocido en 

ocasiones que la validez de la notificación por medio del emplazamiento no 

disminuye, por ejemplo, por el mero hecho de que en el epígrafe del 

emplazamiento se indique imperfectamente el nombre del demandado. 

Ello, siempre y cuando pueda razonablemente concluirse que la 

persona demandada fue realmente notificada de la reclamación en su 

contra y no se perjudiquen sustancialmente sus derechos esenciales. 

León García v. Restaurante El Tropical, 154 DPR 249, 258 (2001) citando 

a Colón García v. Tribunal Superior, 93 DPR 225 (1966) (Énfasis nuestro).  

En consideración a lo anterior, opinamos que, aunque el 

emplazamiento entregado al peticionario estaba dirigido a “Fulano de Tal”, 

las alegaciones específicas sobre dicho nombre ficticio incluidas en la 

Demanda entregada personalmente a este, y el propio epígrafe del 

emplazamiento entregado, fueron suficientes para notificarle de manera 

adecuada sobre la reclamación que se instó en su contra. Al examinar el 

epígrafe de la demanda presentada en el caso de autos vemos que como 

parte demandada se incluyó a la Sra. Ana María Salgado Micheo; su 

esposo, Fulano de Tal y la Sociedad Legal de Bienes Gananciales 

compuesta por Ambos. Una mera lectura de tal porción del epígrafe 

demuestra que la persona identificada como “Fulano de Tal” se trata del 

esposo de la señora Ana María Salgado Micheo. Asimismo, de la alegación 

2.5 de la Demanda y la Demanda Enmendada surge que por información y 

creencia los demandados conocidos estaban casados con sus respectivos 

cónyuges los que, por desconocerse su nombre, estaban siendo 

identificados con nombres ficticios. O sea, no estamos ante la inclusión por 

medio de un nombre ficticio de una reclamación general contra un 

desconocido que pudiera quizás responder por los actos reclamados en la 

demanda. Por el contrario, en el caso ante nuestra consideración el nombre 

ficticio “Fulano de Tal” se utilizó específicamente para nombrar a una 
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persona cuya identidad se conocía- el esposo de la codemandada Ana 

María Salgado Micheo-, mas no su verdadero nombre.  

El hecho de que el emplazamiento diligenciado consigne el nombre 

Fulano de Tal no altera el hecho esencial de que la persona identificada en 

el epígrafe bajo tal nombre se refirió al esposo de la antes mencionada 

codemandada, siendo a la persona de este a quien se diligenció tal 

emplazamiento, cumpliéndose así el propósito del emplazamiento de 

notificarle de la existencia de la reclamación instada en su contra y que 

debía comparecer al proceso a defenderse o de lo contrario se podría dictar 

sentencia en su contra. Por tanto, no encontramos que en el caso de autos 

el TPI actuara con prejuicio o parcialidad. Tampoco entendemos que la 

decisión haya sido irrazonable o contraria a Derecho. 

IV. 

 Por las consideraciones antes expuestas, denegamos la expedición 

del recurso de certiorari de epígrafe.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 
 
 
 
                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 
 

 

 

 

 


